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Para dicha finalidad el Pliego de Prescripciones Técnicas prevé que el centro disponga del personal 
necesario en número suficiente para garantizar la prestación efectiva del servicio todos los días del 
año durante 24 horas, y que se garantice la coordinación entre los profesionales y el intercambio de 
información en los cambios de turno, debiendo en todo momento existir una persona designada como 
responsable del recurso.

Prevé el citado Pliego que la plantilla disponible para atender el recurso esté integrada al menos, por 
dirección, equipo técnico y equipo de atención educativa, siendo así que los centros con hasta ocho 
plazas concertadas deberán disponer de cinco profesionales de acción educativa; 0,5 profesionales de la 
psicología; 0,5 profesionales del trabajo social y 0,5 de otras profesiones; todo ello con una ratio de 0,69.

Y a este respecto hemos de señalar que la plantilla del centro en cuestión parece a priori ajustarse a 
estas exigencias, tal como queda reflejado en el informe que nos ha sido remitido por la Delegación 
Territorial.

A la vista de los hechos expuestos recomendamos que en el supuesto de que en un centro residencial 
básico se produzca una alteración reiterada de su clima de convivencia, por la permanencia en el mismo 
de menores con perfil conflictivo y problemas de comportamiento, cuya solución supere las posibilidades 
del centro y resultase inviable el traslado de los menores a centros con programa específico para 
menores en conflicto social por no disponer de plazas para ello, se adopten soluciones urgentes que 
permitan paliar el problema existente en el centro.

También recomendamos a la Delegación Territorial que en el supuesto de que fuera necesario derivar 
a un menor para que fuese atendido en un centro residencial que ejecute un programa específico de 
intervención con menores con problemas de conducta, se de prioridad a la tramitación administrativa de 
la solicitud que se ha de remitir al juzgado, aplicando para ello el procedimiento de urgencia.

Nuestras recomendaciones han sido aceptadas.

3.1.2.8.5  Adopción

En el transcurso del año 2021 hemos tramitado quejas por retrasos en la valoración de idoneidad 
para la adopción y también por demoras en el traslado al Juzgado de la propuesta de adopción.

Así en la queja 21/0258 la persona interesada tras exponer las demoras que se produjeron en su caso 
concreto venía a lamentarse de que en la provincia de Almería era frecuente que se produjeran retrasos 
en los expedientes para valorar la idoneidad de familias que se ofrecían para adoptar menores bajo 
tutela de la Junta de Andalucía.

A este respecto la Delegación Territorial de Políticas Sociales y Conciliación 
en dicha provincia vino a justificar su intervención en función de las sucesivas 
modificaciones producidas en la solicitud, siendo así que el tramo de edad y 
características del menor objeto del estudio de idoneidad no se encontraba 
dentro de los casos considerados preferentes, por lo que la solicitud debió 
valorarse siguiendo el riguroso orden de incoación de expedientes, tal como 
queda establecido en la Legislación.

Tras analizar dicha respuesta comunicamos al interesado que no observábamos irregularidades 
en la actuación. A tales efectos destacamos que en el Título III del Decreto 282/2002, relativo a la 
idoneidad de los acogedores y adoptantes, no se establece un plazo concreto en que se haya de emitir 
la resolución sobre valoración de idoneidad. El articulado comprendido en dicho Titulo III establece que 
en la tramitación de solicitudes se guardará el orden riguroso de iniciación de los procedimientos, ello 
sin perjuicio de que se dé un carácter preferente a la tramitación de las solicitudes de declaración de 
idoneidad que hagan constar la disposición de adoptar a menores que se encuentren en los siguientes 
casos: a) Reagrupación familiar, b) Grupos de tres o más hermanos, c) Menores con discapacidad y 
problemas de salud especiales, d) Menores de más de siete años de edad, e) Menores con antecedentes 
clínicos hereditarios de riesgo, y f) Menores con otras necesidades especiales.
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En consecuencia, las solicitudes referidas a menores no incluidas en esta casuística habrán de tramitarse 
conforme al orden de prelación temporal en que estás fuesen recibidas, especificando el artículo 20 del 
mencionado Decreto 282/2002 que para el supuesto de que hubieran transcurrido seis meses desde la 
iniciación del procedimiento sin haberse notificado resolución expresa, los interesados podrán entender 
que sus solicitudes han sido desestimadas.

Recalcamos que el hecho de que exista la opción de considerar la solicitud desestimada por silencio 
administrativo no excluye la posibilidad de que esta sea tramitada y resuelta conforme al procedimiento 
establecido en el Decreto 282/2002. Pero a este respecto hemos de puntualizar que, salvo en los 
supuestos de adopción internacional, el contexto social actual hace que los menores susceptibles de 
propuestas de acogimiento con fines de adopción suelan circunscribirse a los grupos preferentes antes 
citados. Y por este motivo, al ser poco frecuentes los casos de menores no incluidos en esos grupos 
prioritarios pero que aún así requieran de una medida de acogimiento con fines de adopción, el Ente 
Público actúa en consonancia con los criterios de eficiencia y eficacia en la actuación administrativa, y 
por ello acomete los estudios de idoneidad de las familias que se ofrecen a ello en aquellos supuestos 
en que es necesario, esto es, cuando existen menores que requieren de esta medida de protección, 
respetando, eso sí, el orden de prelación conforme a la antigüedad de las solicitudes.

En la queja 21/4474 una familia acogedora con fines de adopción se quejaba de demoras en el traslado 
al juzgado de la propuesta de adopción. En este caso la Delegación Territorial de Igualdad, Políticas 
Sociales y Conciliación de Huelva vino a reconocer la demora señalada en la queja, argumentando en su 
descargo que dicho retraso obedecía a la escasez de efectivos de personal en el Servicio de Protección 
de Menores, especialmente de licenciados en derecho, que tenían que hacer frente a la tramitación 
ordinaria de asuntos relativos a expedientes de protección de menores y que obligaba a priorizar unos 
asuntos sobre otros, quedando postergada la remisión de propuestas de adopción, por tratarse de un 
trámite laborioso, que requiere de una argumentación jurídica y motivación adecuada; y en el que por 
otro lado los menores tienen cubiertas sus necesidades en la familia que los tiene acogidos.

En cuanto al caso concreto de la interesada, el informe precisaba que se encontraba muy próxima 
(apenas un mes) la fecha en que sería remitida la propuesta de adopción al juzgado, por lo que finalizamos 
nuestra intervención en la queja al considerar que el asunto planteado se encontraba en vías de solución. 
No obstante, incoamos, de oficio, un nuevo expediente de queja para evaluar la adecuación de la plantilla 
de personal del Servicio de Protección de Menores de Huelva en relación con las funciones que ha de 
desarrollar, la cual se encuentra actualmente en tramitación.

Otro conjunto significativo de quejas coinciden en expresar la disconformidad con el resultado 
negativo de una valoración de idoneidad para la adopción, discrepando sobre todo con la 
apreciación técnica del personal que realiza dicha labor. Así en la queja una pareja de extranjeros, 

residentes en Málaga, se mostraba disconforme con el estudio realizado por 
la entidad encargada de valorar su idoneidad para la adopción, cuyo resultado 
fue negativo a su idoneidad como adoptantes, considerando que el mismo 
adolecía de excesiva subjetividad.

A tales efectos la Delegación Territorial de Igualdad, Políticas Sociales y 
Conciliación de Málaga justificó la decisión de la Comisión Provincial de 
Medidas de Protección por la que se declaraba la no idoneidad de dicha pareja 
en función de los factores de riesgo detectados de cara a la posible adopción 
de un menor.

Precisaba el informe que el trabajo de la entidad colaboradora se desarrolló 
bajo principios éticos de objetividad y calidez en la interacción con la familia, 
considerando al menor susceptible de adopción como el eje principal de su 
cometido.

Así, una vez que el personal técnico culminó el estudio de idoneidad de la familia, el cierre del proceso de 
valoración finalizó con una cita de devolución para trasladarles el resultado de la propuesta. Para ello se 
concertó con la familia una cita presencial donde se ofreció información sobre el sentido de la propuesta 
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de valoración, y en torno a los factores más relevantes de riesgo y/o protección que influyeron en la 
misma, también los pasos administrativos y burocráticos que seguirían a continuación.

Se hizo hincapié en que la decisión sobre la valoración de idoneidad no es “una cuestión personal’’, 
puesto que se basa en unas circunstancias temporales sobre los criterios de idoneidad que pueden 
cumplirse o no. Desde el equipo técnico se ofreció a la familia un trato de empatía, respeto, paciencia y 
profesionalidad, con una comunicación constante y abierta, siendo flexibles ante las diferencias culturales 
e idiomáticas. No obstante, precisaba el informe, que existía la posibilidad de que al dar a conocer la 
existencia de factores de riesgo de cara a la adopción y la propuesta de no idoneidad esta valoración no 
hubiera sido aceptada de buen grado, pudiendo haber generado sentimiento de malestar en relación a 
todo el proceso de valoración de idoneidad.

En la queja 20/6502 el interesado refería que llevaba tiempo colaborando con la Junta de Andalucía en 
el programa de acogimiento familiar de menores. Él y su esposa habían tenido durante 16 meses a una 
niña, primero en acogimiento urgente y después temporal, siendo así que en esos momentos el Ente 
Publico consideraba que la situación de desamparo de la menor no resulta reversible y por ello se iba a 
promover un acogimiento familiar con fines de adopción, y ante el fuerte vínculo que les unía a la menor 
y atendiendo a su supremo interés, solicitaron que se valorase su ofrecimiento para ser la familia que 
siguiera teniéndola acogida pero en la modalidad de acogimiento con fines adoptivos.

Tras interesarnos por la situación de la menor y recabar información del Ente Público pudimos constatar 
que el caso fue convenientemente estudiado por los profesionales del Ente Público que gestionaron su 
expediente de protección, quienes para emitir sus informes y propuestas tuvieron en cuenta las diversas 
circunstancias que concurren en el caso.

Es por ello que, teniendo siempre presente el interés superior de la menor, y a pesar de ser consciente la 
Administración de que por circunstancias excepcionales la menor había permanecido con su familia más 
tiempo del previsto para su modalidad de acogimiento, finalmente se consideró más beneficioso para 
ella que pasase a estar con una familia que hubiera sido seleccionada previamente como idónea para la 
adopción de una menor de sus características, con la intención de que se produzca una integración plena 
y satisfactoria con esta familia.

Como toda decisión que afecta a la vida de una persona menor de edad con la que se ha mantenido 
estrecha relación, no pudimos dejar de resaltar el daño emocional que esta decisión hubiera podido 
causar, tanto a la menor como a la familia que nos presentó la queja, pero ello no nos podía llevar 
a considerar errónea o no ajustada a derecho la decisión adoptada por el Ente Público, la cual, tal 
como antes hemos señalado, se adoptó conforme a las previsiones normativas y en atención al interés 
superior de la menor.

Para finalizar este apartado relataremos el caso especial que analizamos en la queja 21/4502 en la 
que la madre adoptiva de una menor procedente de China se quejaba de la intervención de la Junta de 
Andalucía en todo el proceso de adopción. Nos decía que adoptó a su hija cuando tenía 10 años, pero 
la niña que le entregaron no fue la que ella eligió, siendo así que, además, esa niña tenía necesidades 
especiales por padecer graves problemas de conducta. Pasado el tiempo, a petición suya, la Junta de 
Andalucía asumió su tutela y después le reclamó sus gastos de manutención, habiendo recibido en 
fechas recientes un embargo en su cuenta corriente por ello.

Tras recabar información sobre este caso a la Delegación Territorial de Igualdad, Políticas Sociales 
y Conciliación en Cádiz, pudimos conocer que la problemática expuesta por la madre determinó 
que la menor fuese declarada en situación de desamparo en 2015, constituyéndose a continuación 
su acogimiento familiar permanente con la familia seleccionada al efecto. La integración y posterior 
integración de la niña con su familia de acogida fue positiva, hasta el punto que después de alcanzar su 
mayoría de edad siguió conviviendo con dicha familia.

En relación con la reclamación por los gastos derivados de las medidas de protección acordadas en favor 
de la menor, la Delegación Territorial justificó su intervención en función de lo establecido en el articulo 
172 ter.4 del Código Civil, que señala que «... En los casos de declaración de situación de desamparo o de 
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asunción de la guarda por resolución administrativa o judicial, podrá establecerse por la Entidad Pública la 
cantidad que deben abonar los progenitores o tutores para contribuir, en concepto de alimentos y en función 
de sus posibilidades, a los gastos derivados del cuidado y atención del menor, así como los derivados de la 
responsabilidad civil que pudiera imputarse a los menores por actos realizados por los mismos». En este 
sentido en marzo de 2016 se requirió a los padres adoptivos de la menor el abono de dichos gastos, y 
ante la respuesta negativa se presentó posteriormente la correspondiente demanda ante el juzgado de 
primera instancia/familia.

La sentencia de dicho juzgado fue estimatoria de la demanda, y posteriormente fue ratificada en 
apelación por la Audiencia Provincial, acordando el pago de una pensión de alimentos en favor de la 
menor.

3.1.2.14  Las personas menores de edad en el ámbito del empleo público.

3.1.2.14.2  Concepto “peligrosidad” asignado al personal técnico de los servicios de protección 
de menores.

…

En el ámbito del empleo público otra queja a destacar es la queja 21/3281, promovida por una 
organización sindical ante el incumplimiento de la Recomendación dictada por esta Institución en el 
expediente de queja 13/6893, dirigida a la Dirección General de Infancia para que promoviese una 
modificación de la Relación de Puestos de Trabajo de las distintas Delegaciones Territoriales con la 
finalidad de que se valorara el concepto “peligrosidad” en el complemento especifico asignado al 
personal técnico de los servicios de protección de menores.

En dicha queja, entre las recomendaciones formuladas, se incluyó, como Recomendación Quinta, la 
siguiente:

“Que se promueva una modificación de la Relación de Puestos de Trabajo de forma tal que aquel 
personal funcionario implicado en tareas que conlleven la posible retirada de menores de sus 
familias, en las que pudiera precisarse incluso el auxilio de efectivos policiales, tenga reflejado en su 
complemento específico la correspondiente dotación económica por la peligrosidad en el ejercicio de 
su labor”.

Esta recomendación tuvo una buena acogida por la Dirección General en el año 2015. Sin embargo, en 
el informe remitido por la citada Administración en el curso de la tramitación de la queja 21/3281, se 
pone de manifiesto que, “no se puede hablar de incumplimiento sino que estudiado el caso, se ha concluido 
que no es posible acceder a lo solicitado”, considerándose que: “en ningún caso podrá asignarse más de un 
complemento específico a cada puesto de trabajo”.

Ante la respuesta recibida pusimos de manifiesto a la Dirección General de 
Infancia que la cuantía del complemento específico correspondiente a cada 
puesto de trabajo se determina en la pertinente Relación de Puestos de 
Trabajo (RPT) de su organismo de adscripción, de acuerdo con lo establecido 
en el art. 4.2.i) del Decreto 390/1986, de 10 de diciembre, por el que se regula 
la elaboración y aplicación de la relación de puestos de trabajo, y en el que se 
dispone que deberán incluirse en la misma, tratándose de puestos adscritos a 
funcionarios, el «complemento específico, con indicación de los factores que 
se retribuyen con el mismo y su valoración resultante».

Asimismo, en el artículo 10 del citado Decreto, en el que se regula la 
actualización y modificaciones de las RPT, tras la modificación que introdujo 
el Decreto 286/2003, de 7 de octubre, contempla en su apartado 1.b), como 
uno de los supuestos en los que se permite la modificación de la RPT: «La 
modificación de la relación de puestos de trabajo debida al reconocimiento 
del factor de peligrosidad o penosidad en el Complemento Específico».
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